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Accionante: 
 GGM
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 NUEVA EPS Y COLPENSIONES
Magistrado Ponente: 
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Temas: 
DERECHO AL MÍNIMO VITAL / PAGO DE INCAPACIDADES MÉDICAS / PROCEDENCIA DE TUTELA PARA PERSONA EN ESTADO DE DEBILIDAD MANIFIESTA / ENFERMEDAD GENERAL / INCAPACIDADES HASTA 180 DÍAS A CARGO DE EPS / INCAPACIDADES SUPERIORES A 180 DÍAS A CARGO DE FONDO DE PENSIONES / INCAPACIDADES SUPERIORES A 540 DÍAS / NO SE HAN EXPEDIDO / FALTA DE CERTEZA / JUEZ DE TUTELA NO PUEDE ORDENAR SU PAGO / De acuerdo a lo anterior, esta Sala considera que esta acción de tutela es procedente para solicitar el pago de incapacidades por cuanto se advierte que la señora GGM es una persona que por sus afecciones físicas se encuentra en una situación de debilidad manifiesta y que la ausencia del pago completo y inoportuno de las incapacidades pretendidas, vulnera su mínimo vital y el de su familia…
(…)

Según el Decreto 019 de 2012, se hace necesario resaltar que las incapacidades de origen común que superan los 180 días corren a cargo de la Administradora de Fondos de Pensiones a la que está afiliado el trabajador, tal como lo indicó la jurisprudencia de la Corte Constitucional en la referida Sentencia T-333 de 2013, lo que fue reiterado por dicho Tribunal en la Sentencia T-144 de 2016, cuando indicó que una vez expedido el certificado de incapacidad laboral, sus pagos y los de las respectivas prórrogas deben ser asumidos por distintos agentes del Sistema General de Seguridad Social

(…)

Ahora bien, como Colpensiones debe remitir a la accionante para que se surta el procedimiento pertinente de la calificación de su PCL, esta Colegiatura considera que el juez de primer nivel no contaba con los elementos materiales suficientes para ordenar a la NUEVA EPS que continúe reconociendo y pagando a la señora GGM las incapacidades médicas superiores a 540 días, en este asunto en concreto las mismas no han sido emitidas, aunado a que no se cuenta con un concepto médico de recuperación o no del accionante, ni la certeza de que la misma tenga derecho o no a la pensión de invalidez. Por lo tanto, no existe vulneración de derechos fundamentales por parte de la  NUEVA EPS que demuestre el incumplimiento de sus deberes legales relacionados con el pago de subsidios por incapacidades temporales superiores a los 540 días.
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SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, veintitrés (23) de febrero de dos mil dieciocho (2018)
Aprobado por Acta No.0186
Hora: 11:40 a.m.º
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por el apoderado judicial de la Nueva EPS en contra del fallo emitido el 3 de enero de 2017 por el Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, con ocasión a la acción de tutela instaurada por la señora GGM.
2. RESUMEN DE LOS HECHOS RELEVANTES
2.1. Narro la señora GGM que está afiliada a la Nueva EPS como trabajadora independiente y que antes de las enfermedades e incapacidades que presenta, laboraba como empleada del servicio doméstico con lo que sostenía a su familia, por ser cabeza de hogar.
Manifestó que es una persona mayor de 53 años con diagnóstico de trastorno depresivo recurrente, episodio depresivo grave presente sin síntomas psicóticos, dolor crónico, fibromialgia, lumbago no especificado, discopatía  degenerativa lumbar y cambios espondilosicos en la columna dorsal, artrosis de rodilla con meniscopatia corregida de rodilla derecha que aun causa dolor, síndrome de colon irritable sin diarrea, gastritis crónica y aguda recurrente, histerectomía, alteración de la agudeza visual, aumento en la cogenicidad medular renal, cistitis bacteriana crónica, IVU crónica, corrección de rectocele, incontinencia urinaria de esfuerzo, cistocele grado II corregido dos veces con malla, diagnósticos que le impiden laborar y obtener su sustento diario.

Indicó que se encuentra incapacitada por enfermedad general para laborar desde el día 17 de mayo de 2016 hasta el 29 de octubre de 2017, de manera interrumpida.
El día 26 de julio de 2017 la Nueva EPS expidió concepto de rehabilitación desfavorable, a fin de que le fuera definido el pago de incapacidades a partir del día 181 de incapacidad por parte de la AFP, siempre y cuando llegare a superar ese número de días. 

Señaló la actora que no había superado los primeros 180 días continuos de incapacidad, razón por la cual consideró que le asiste el derecho a que la Nueva EPS le reconozca el subsidio económico de las incapacidades que aportó.  Sin embargo, esa EPS negó su petición aduciendo que ya había sido calificada su PCL y la última respuesta que recibió fue que no se pagarían las mismas por tener concepto desfavorable de rehabilitación, a sabiendas que a la fecha de instaurar la acción de tutela la accionante presentaba 171 días de incapacidad y no eran continuos, adeudándole las incapacidades por enfermedad general desde día 30 de junio de 2017 hasta el 29 de octubre de 2017, lo que le impide asumir los gastos de su hogar.

Manifestó que obtuvo una PCL, en primera oportunidad, del  38.03% la que fue apelada y se encuentra a la espera del dictamen por parte de la Junta Regional de Calificación de Invalidez. 

Agregó además que para el mes de diciembre de 2017 no contaba con los recursos para pagar la seguridad social y poder ser atendida por el médico, razón por la cual tuvo que solicitar a la Nueva EPS que estudiara la posibilidad de trasladarla al régimen subsidiado de salud.
En esos términos solicitó que se le ordenará a la Administradora Colombiana de Pensiones Colpensiones y a Salud LTDA le reconozca el pago de las incapacidades expedidas por los médicos tratantes, generadas por su patología. 
2.3. Se tuvieron como pruebas las allegadas con la demanda de tutela (Fls. 5-14).
3. SÍNTESIS DE LAS RESPUESTAS A LA DEMANDA
3.1. NUEVA EPS
El apoderado judicial manifestó que no se le reconocieron los pagos de las incapacidades anteriores debido a que la accionante realizó el pago extemporáneo de los aportes.

Señaló que la señora GGM dispone de otro medio de defensa, preferente y sumario, introducido por la ley 1438 de 2011 para tramitar este tipo de conflictos eficaz e idóneo para la protección efectiva de los derechos fundamentales objeto de debate en el caso bajo estudio.
Adujo que claramente apreció que quien está vulnerando el derecho fundamental invocado, es el empleador del accionante.
Adujo que se está reconociendo y pagando una incapacidad con recursos del Fondo de Solidaridad y Garantía, así mismo se está cancelando una incapacidad a un afiliado que no cuenta con los requisitos para tal reconocimiento, y por lo tanto resultará plenamente probada la indebida destinación de recursos públicos.

Por lo tanto, solicitó declarar la improcedencia de la acción de tutela, ya que en ningún momento esa EPS ha vulnerado o pretendido vulnerar algún derecho fundamental, a su vez, como pretensión subsidiaria solicitó facultar a la entidad a repetir contra el Ministerio de Protección Social con cargo a la subcuenta correspondiente del fondo de solidaridad y garantía FOSYGA, todos los valores por concepto del cumplimiento del fallo de tutela. (Fls.24-27)
3.2. Colepensiones respondió luego de haberse proferido el fallo de primer nivel por lo que no se tendrá en cuenta la contestación, por ser extemporánea (Fls. 45 y 56)
3.3. ASALUD LTDA guardó silencio.

3. 4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 3 de enero de 2018 el Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, resolvió tutelar el derecho fundamental al mínimo vital de la señora GGM, y en consecuencia dispuso lo siguiente (Fls. 28 al 31): 

“SEGUNDO: ORDENAR  a la NUEVA EPS o “a quien haga su veces” que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta sentencia reconozca y pague a la señora GGM las incapacidades prescritas por su médico tratante, generadas desde el día 30 de enero de 2017 hasta el 29 de octubre de 2017. Las que se generen en adelante a esta última fecha por el médico tratante con ocasión de la enfermedad hasta el día 180 serán reconocidas y pagadas por la Nueva EPS. Si se generan incapacidades que superen los 181 a 540 días serán reconocidas y pagadas por Colpensiones.

TERCERO: Las incapacidades superiores a los 540 días que sean generadas a la señora GGM, con ocasión de la enfermedad que actualmente padece hasta que se le reconozca su pensión de invalidez o pueda reintegrarse al desempeño de sus labores, siempre y cuando las expida el médico tratante de la EPS, serán reconocidas y pagadas por la NUEVA EPS, conforme a lo que se expuso en la parte motiva de esta determinación”

La NUEVA EPS fue notificada del fallo anterior a través de correo electrónico el 5 de enero de 2017 (folio 33).
4. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación de primera instancia, el 11 de enero de 2018, el apoderado judicial de la Nueva EPS, manifestó su desacuerdo con la decisión del A quo en el sentido de obligar a reconocer incapacidades superiores a los 540 días, por cuanto consideró que se contraría lo dispuesto en el Decreto 2463 de 2001, articulo 23 y articulo 227 del Código Sustantivo del Trabajo el cual es claro al manifestar que le compete a la AFP donde se encuentre afiliado el usuario, cumplir con sus obligaciones de reconocer incapacidades superiores a los 180 días.   Por lo tanto, solicitó que no se excluyera a Colpensiones del fallo de tutela con el fin de que esa AFP proceda a calificar a la señora GGM y pueda acceder a su pensión de invalidez.

En el acápite de peticiones, relacionó las siguientes: i) aclarar la sentencia proferida con la nueva información recopilada por la NUEVA EPS del  Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad en el sentido de ordenar directamente al fondo de pensiones liquidar y cancelar todas las incapacidades a favor de la señora GGM, que se generen hasta que se califique la misma como es su responsabilidad; ii) abstenerse de ordenar el pago de incapacidades a la NUEVA EPS con cargo de la AFP, toda vez que la ARL tiene su propia responsabilidad y cada evento debe ser atendido por cada uno de los sistemas de seguridad social integral; iii) de no acceder a lo anterior, solicitó que se adicione el fallo de tutela en el entendido de conceder la facultad de recobro ante el ADRES con la respectiva orden de pago por el mismo a favor de la NUEVA EPS de las incapacidades reconocidas sin el lleno de los requisitos legales para el efecto y iv) se conmine al fondo de pensiones para que se solicite una valoración donde se pueda determinar la viabilidad de calificación y/o reintegro laboral en el mismo cargo o uno diferente (Fls.36 y 37).
5. CONSIDERACIONES DE LA SALA

5.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

5.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto 

Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocar el numeral primero de la providencia, tal como lo solicitó el accionante. 

5.3. Es menester reiterar de primera medida que la Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
5.4. Aunado a lo anterior se hace necesario indicar que la Corte Constitucional se ha referido sobre la procedencia excepcional de la acción de tutela para el pago de acreencias laborales, a saber
:
“(…) La acción de tutela fue prevista como un mecanismo subsidiario, es decir, que solo puede ser ejercida en los eventos en que el afectado no cuente con otro medio de defensa judicial, salvo que esta se utilice como un instrumento transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
 
Debido a la naturaleza de este mecanismo constitucional, la Corte, en reiterada jurisprudencia, ha señalado que este no puede interponerse para reclamar el pago de prestaciones sociales, pues estas son controversias de carácter litigioso que le corresponde resolver a la jurisdicción laboral. Además, la seguridad social no es considerada en sí misma como un derecho fundamental, “sino como un derecho social que no tiene aplicación inmediata”[7], otra razón por la cual, las divergencias generadas en torno a este tema deben ser resueltas por la justicia ordinaria.
 
No obstante, la Corte ha sostenido que la tutela puede ser interpuesta para reclamar prestaciones sociales, si se verifican unos supuestos como, (i) que la tutela sea presentada para evitar un perjuicio irremediable, (ii) que la falta de reconocimiento de una prestación social vulnere algún derecho fundamental como la vida, la dignidad humana o el mínimo vital y que (iii) la negativa del reconocimiento se origine en actuaciones que por su contradicción con los preceptos legales y constitucionales desvirtúen la presunción de legalidad de las actuaciones de la administración pública o sea evidentemente arbitraria en caso de que sea un particular quien preste este servicio público[8].
 
Ahora bien, el juicio de procedibilidad de la acción de tutela no puede ser igual en todos los casos, pues este debe ser flexible cuando se trata de personas que se encuentran en estado de debilidad manifiesta y demandan una protección constitucional especial como son, los ancianos, los niños, las mujeres embarazadas, las madres o padres cabeza de familia o las personas que padecen algún tipo de discapacidad física o mental, eventos en los cuales la procedencia de la acción se hace menos estricta[9].”
5.5. De acuerdo a lo anterior, esta Sala considera que esta acción de tutela es procedente para solicitar el pago de incapacidades por cuanto se advierte que la señora GGM es una persona que por sus afecciones físicas se encuentra en una situación de debilidad manifiesta y que la ausencia del pago completo y inoportuno de las incapacidades pretendidas, vulnera su mínimo vital y el de su familia, toda vez que la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha señalado que: “se presume que las incapacidades son la única fuente de ingreso con la que el trabajador cuenta para garantizarse su mínimo vital y el de su núcleo familiar, tal como el salario”
.  En tal virtud, se pasará a estudiar el caso en concreto con el fin de determinar cuál de las entidades accionadas es la encargada de reconocer y cancelar el valor de los subsidios correspondientes a las incapacidades médicas que le han expedido sus médicos tratantes. 
5.6.  El artículo 227 del Código Sustantivo del Trabajo, prevé que el trabajador tiene derecho a que el empleador le pague, hasta por 180 días, un auxilio monetario por enfermedad no profesional. Así mismo, el artículo 206 de la Ley 100 de 1993 prevé que el régimen contributivo reconocerá las incapacidades generadas en enfermedad general, de conformidad con las disposiciones legales vigentes. Para el cubrimiento de estos riesgos las Empresas Promotoras de Salud podrán subcontratar con compañías aseguradoras. Las incapacidades originadas en enfermedad profesional y accidente de trabajo serán reconocidas por las Entidades Promotoras de Salud y se financiarán con cargo a los recursos destinados para el pago de dichas contingencias en el respectivo régimen, de acuerdo con la reglamentación que se expida para el efecto.  
 
5.7. De las pruebas allegadas con la demanda de tutela, la Sala advierte que  el siquiatra Gustavo Trujillo Pulido de la NUEVA EPS le expidió a la señora GGM las siguientes incapacidades por enfermedad general “trastorno depresivo”, así:

INCAPACIDAD No.
PERIODO 



DIAS

FOLIO

600294471


30/06/2017 al 29/07/2017
30

  6

600330683


01/08/2017 al 30/08/2017
30

  7

600368740


31/08/2017 al 29/09/2017
30

  8

600411048


30/09/2017 al 29/10/2017
30

  5

Así mismo, obra en la foliatura un oficio del 26 de julio de 2017 expedido por la doctora Ana Milena Bermúdez Londoño, profesional de medicina laboral de la NUEVA EPS, en la que le informó a la señora GGM que en esa fecha se había remitido a Colpensiones el concepto de rehabilitación “desfavorable” con el fin de que esa administradora de fondo de pensiones procediera a pagar las incapacidades superiores al día 181 y para que fuera calificada su pérdida de capacidad laboral por el mismo fondo (Fl.9).                                               

5.8. De acuerdo con lo acabado de indicar, la NUEVA EPS cumplió con su responsabilidad del pago de las incapacidades hasta el día 180 y el envío del concepto de rehabilitación, dando aplicación a lo indicado en el inciso 6º del artículo 142 del Decreto 019 de 2012 que señala: “(…) Las Entidades Promotoras de Salud deberán emitir dicho concepto antes de cumplirse el día ciento veinte (120) de incapacidad temporal y enviarlo antes de cumplirse el día ciento cincuenta (150), a cada una de las Administradoras de Fondos de Pensiones donde se encuentre afiliado el trabajador a quien se le expida el concepto respectivo, según corresponda. Cuando la Entidad Promotora de Salud no expida el concepto favorable de rehabilitación, si a ello hubiere lugar, deberá pagar un subsidio equivalente a la respectiva incapacidad temporal después de los ciento ochenta (180) días iníciales con cargo a sus propios recursos, hasta cuando se emita el correspondiente concepto. (…)” (Subrayas fuera del texto original)

5.9. Ahora bien, según el Decreto 019 de 2012, se hace necesario resaltar que las incapacidades de origen común que superan los 180 días corren a cargo de la Administradora de Fondos de Pensiones a la que está afiliado el trabajador, tal como lo indicó la jurisprudencia de la Corte Constitucional en la referida Sentencia T-333 de 2013, lo que fue reiterado por dicho Tribunal en la Sentencia T-144 de 2016, cuando indicó que una vez expedido el certificado de incapacidad laboral, sus pagos y los de las respectivas prórrogas deben ser asumidos por distintos agentes del Sistema General de Seguridad Social, dependiendo de la prolongación de la situación de salud del trabajador, de la siguiente manera:
“(…) Así, el lapso que hay entre el día 1 y el día 2, competen económicamente al empleador, de conformidad con la modificación que introdujo el artículo 1º del Decreto 2943 de 2013, al parágrafo 1º del artículo 40 del Decreto 1406 de 1999, así:

 

“En el Sistema General de Seguridad Social en Salud serán a cargo de los respectivos empleadores las prestaciones económicas correspondientes a los dos (2) primeros días de incapacidad originada por enfermedad general y de las Entidades Promotoras de Salud a partir del tercer (3) día y de conformidad con la normatividad vigente.
(…)  
Las incapacidades expedidas del día 3 al 180 están a cargo de las Entidades Promotoras de Salud, y el trámite tendiente a su reconocimiento está a cargo del empleador, conforme lo dispone el artículo 121 del Decreto-Ley 019 de 2012. Tal obligación está sujeta a la afiliación del trabajador por parte del empleador o del propio independiente[53].

La incapacidad para trabajar que persiste luego de este periodo y trasciende al día 181, puede suscitar debate en cuanto a la responsabilidad del reconocimiento de los auxilios que genera, y a la exigibilidad de la misma en tanto se ha asumido que el pago está condicionado a la existencia de un concepto favorable de recuperación. Lo anterior en virtud del Decreto 2463 de 2001. 

27. Sobre la responsabilidad del pago, esta Corporación ha sido enfática en resaltar que las incapacidades de origen común que superan los 180 días, corren a cargo de la Administradora de Fondos de Pensiones a la que está afiliado el trabajador[54]. En ese estadio de la evolución de la incapacidad, claramente, el asunto pasa a ser dimensionado desde el punto de vista de la pérdida de la capacidad laboral del afiliado, cuya calificación –superados 180 días de incapacidad– debe ser efectuada y promovida por las AFP, hasta agotar las instancias del caso[55]. 

Sobre el papel del concepto favorable de rehabilitación, conviene destacar que conforme el Decreto-Ley 019 de 2012, las EPS deben emitirlo antes del día 120 de incapacidad temporal. Luego de expedirlo deben remitirlo antes del día 150, a la AFP que corresponda. 

En los eventos en que ello no sea así, compete a la EPS pagar con sus propios recursos el subsidio equivalente a la respectiva incapacidad temporal, en caso de que la incapacidad se prolongue más allá de los 180 días. Asumirá desde el día 181 y hasta el día en que emita el concepto en mención. 

La AFP, una vez tenga concepto favorable de rehabilitación, habrá de postergar el proceso de calificación de pérdida de capacidad laboral “hasta por 360 días calendario adicionales a los primeros 180 de incapacidad temporal que otorgó [y pagó] la EPS”[56]. El régimen de calificación prevé como condición, el pago de un subsidio equivalente a la incapacidad temporal que venía disfrutando el trabajador[57]. De este modo es claro que la AFP debe asumir el pago de incapacidades desde el día 181 al 540, a menos que la EPS haya inobservado sus obligaciones, como se dejó dicho. 

Cuando antes del día 180 de incapacidad el concepto de rehabilitación sea desfavorable, ha de emprenderse el proceso de calificación de pérdida de capacidad sin mayor dilación, pues la recuperación del estado de salud del trabajador es médicamente improbable. (…)” (Subrayas propias)
5.10. En este asunto en concreto, la señora GGM afirmó que al momento de instaurar la acción de tutela contaba con 171 días de incapacidad lo que significa, según el precedente jurisprudencial subrayado, que corresponde a la NUEVA EPS reconocer y pagar el subsidio económico reclamado por la actora, al no haber superado los 180 días de incapacidad.  Ahora bien, como la NUEVA EPS cumplió con su obligación de enviar el 26 de julio de 2017 a Colpensiones el concepto de rehabilitación de la señora GGM, que para el caso fue “desfavorable”, debe concluirse, tal como lo indicó la Corte Constitucional en la providencia antes relacionada, que el fondo de pensiones es el que debe asumir el pago de las incapacidades desde el día 181 hasta el 540.

5.11.  Por lo anterior, esta Colegiatura considera que le asiste la razón a la NUEVA EPS cuando solicitó en su impugnación que no se excluyera a Colpensiones de este trámite constitucional, toda vez que del certificado de incapacidades expedido por la NUEVA EPS (Fls. 10 y 11), se evidencia a la accionante sus médicos tratantes le han venido otorgando incapacidades interrumpidas desde agosto de 2008 que si bien no superan los 180 días, se acerca a esta fecha, aunado a que el caso de la señora GGM se encuentra en Colpensiones para que este fondo proceda a calificar su PCL. 
5.11.  Bajo esas circunstancias y como quiera que en efecto se aprecia que existe vulneración de los derechos fundamentales al mínimo vital, a la vida digna y seguridad social de la señora GGM ante  la ausencia del pago de las incapacidades que sumaban 171 días, es necesario que el juez constitucional ampare las garantías constitucionales en aras de evitar que la misma quede en un limbo jurídico, por cuanto ya quedó determinado que tanto la NUEVA EPS como Colpensiones tienen cada una obligaciones legales para con la actora que no pueden desligarse ante su condición de incapacitada temporalmente, por una enfermedad de origen común y por el derecho que le asiste a que su pérdida de capacidad laboral sea calificada.

5.12.  Ahora bien, como Colpensiones debe remitir a la accionante para que se surta el procedimiento pertinente de la calificación de su PCL, esta Colegiatura considera que el juez de primer nivel no contaba con los elementos materiales suficientes para ordenar a la NUEVA EPS que continúe reconociendo y pagando a la señora GGM las incapacidades médicas superiores a 540 días, en este asunto en concreto las mismas no han sido emitidas, aunado a que no se cuenta con un concepto médico de recuperación o no del accionante, ni la certeza de que la misma tenga derecho o no a la pensión de invalidez. Por lo tanto, no existe vulneración de derechos fundamentales por parte de la  NUEVA EPS que demuestre el incumplimiento de sus deberes legales relacionados con el pago de subsidios por incapacidades temporales superiores a los 540 días.

5.13. En concordancia con lo anterior, esta Colegiatura confirmará parcialmente la sentencia estudiada, y en tal sentido, revocará el numeral 3º en el que se ordenó a la Nueva EPS el pago de incapacidades superiores a 540 días.
DECISIÓN 
Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE:
PRIMERO: CONFIRMAR PARCIALMENTE la decisión emitida el 3 de enero de 2017 por el Juez 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira dentro de la tutela instaurada por la señora GGM en contra de la Nueva EPS y Colpensiones.
SEGUNDO: REVOCAR el numeral 3º de la sentencia de primer grado en relación con la orden impartida a la Nueva EPS.
SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
WILSON FREDY LÓPEZ 

Secretario

� Sentencia T-057/17


� Corte Constitucional, Sentencia T-789 de 2005.
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